
AUDIENCIA DE ESTRADOS Y  

REDACCIÓN DEL LAUDO ARBITRAL 

Por:  Dr. Armando Serrano Puig 

Se nos ha encargado tratar en esta oportunidad de la “Audiencia de Estrados y de la 
Redacción del Laudo Arbtiral”, que son dos temas diferentes aunque complementario el 
primero del segundo, y por ello debemos en primer lugar tratar de la Audiencia de Estrados, 
para luego pasar a analizar lo relacionado con la redacción del laudo arbitral. 

LA AUDIENCIA DE ESTRADOS

Comenzamos esta exposición con la definición de lo que por “estrados” se entiende en 
Derecho, y para ello citamos a Joaquín Escriche, quien en su obra Diccionario Razonado de 
Legislación y Jurisprudencia (Tomo II, C-H, Edición corregida y aumentada por Juan B. Guim, Editorial Temis, 

Bogotá, Colombia, 1977, p. 525), la define así: 

 “Estrados.  Las salas de los tribunales donde los jueces oyen y sentencian los pleitos. 
Citar para estrados, es emplazar a uno para que comparezca ante el tribunal dentro del 
término que se le ordena, y alegue de su derecho; lo que más comunmente se usa en las 
rebeldías.  Hacer estrados, es dar audiencia en los tribunales los jueces a los litigantes. 
Cuando el citado para comparecer en juicio es rebelde o contumaz, le señala el juez los 
estrados del tribunal por procurador, y en ellos se leen los autos o providencias, causando 
al reo el mismo perjuicio que si se le notificasen en persona”. 

Por su parte, Guillermo Cabanellas (Diccionario Enciclcopédico de Derecho Usual, Tomo III, E - I, 12ª 
Edición, Revisada, actualizada y ampliada por Luis Alcalá-Zamora y Castillo, Editorial Heliasta S.R.L, Buenos Aires, 

Argentina, 1979, p. 246) lo hace de la siguiente manera: 

“Estrados. Salas de los tribunales, donde jueces y magistrados celebran sus sesiones, 
oyen a los litigantes y sentencian. || Lugar de un juzgado, de Audiencia o del Tribunal 
Supremo donde, para conocimiento general, se colocan edictos de citación, 
emplazamiento o notificación dirigidos a litigantes en rebeldía o a interesados que carecen 
de representación en las causas.  Citar para estrados. Emplazar mediante edictos para 
que comparezca en autos el litigante o alguna otra persona incierta o de domicilio 
desconocido.  Hacer estrados. Dar audiencia los tribunales a los litigantes, para que éstos 
expongan lo conducente a su derecho”. 
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Citaremos también, y por último, el concepto que al respecto proporciona el “DICCIONARIO 
JURÍDICO ANBAR, con Legislación Ecuatoriana” (Volumen III, D - F, Primera Edición, Editorial Fondo de 

Cultura Ecuatoriana, Cuenca, Ecuador, 1998, p. 385), que define así: 

 “Estrados. Sala de los tribunales donde jueces y magistrados dan audiencia para oir a 
los litigantes dentro de un proceso”. 

Vemos que, en definitiva, audiencia de estrados es aquella que tiene lugar con la finalidad de 
que las partes de un litigio aleguen de palabra, en defensa de sus derechos, ante el juez o 
tribunal que conoce del caso que se juzga.  Es una diligencia de aquellas que se inscriben en 
el principio de inmediación, pues busca el acercamiento del juzgador a las partes y viceversa, 
con la finalidad de que el juzgador conozca directamente de las partes sus pretensiones, 
reclamos, excepciones y alegaciones, de suerte de que el juez pueda contar con mayores 
elementos de juicio que aquellos que le pueden proporcionar la letra fría de los escritos.  
Debemos señalar, además, que esta audiencia de estrados se inscribe también dentro del 
nuevo sistema procesal previsto en la Constitución Política vigente, cuyo Art. 194 dispone 
que “la sustanciación de los procesos … se llevará a cabo mediante el sistema oral … ”. 

Aclarado el concepto anterior, corresponde que pasemos a hacer una breve relación de las 
disposiciones legales referentes a este tema, y como nos hallamos en un seminario taller para 
formación de árbitros y secretarios de tribunales arbitrales, obviamente lo hacemos 
consignando, en primer lugar, las normas que en relación con esta materia se recogen en la 
Ley de Arbitraje y Mediación, para luego hacerlo con otras disposiciones sobre este mismo 
tema, así: 

Ley de Arbitraje y Mediación 

Esta ley, que es de reciente data (septiembre de 1997), incorpora a nuestra legislación arbitral 
la figura de la audiencia de estrados, con el siguiente texto: 

 “Audiencia de Estrados. 

Art. 24.-  Una vez practicadas las diligencias probatorias el Tribunal señalará día y hora 
para que las partes presenten sus alegatos en audiencia de estrados si es que lo 
solicitan”. 

Como se aprecia de la sola lectura de la norma transcrita, se trata de un derecho que la ley 
confiere a las partes del proceso arbitral, para solicitar al tribunal ser oidos en estrados con sus 
alegatos.  Por consiguiente, si alguna de las partes ejerce su derecho de ser escuchada en 
estrados, y así lo solicita, el Tribunal está obligado a señalar el día y hora en que tenga lugar 
tal diligencia, y en ella tienen derecho de intervenir las dos partes, pues según el texto de la 
ley, la audiencia de estrados se señala para que en ella las partes presenten sus alegatos.  No 
contiene la ley una procedimiento especial que deba seguirse o cumplirse, más que el derecho 
que se concede a las dos partes para que aleguen en estrados, por lo que en aplicación del 
principio del derecho arbitral de que a falta de procedimiento previsto por las partes o por la 
ley, es el propio Tribunal el que deberá fijar el procedimiento.   En conclusión es derecho de 
las partes solicitar ser recibidos en estrados para alegar de palabra, y es obligación del 
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Tribunal disponer la práctica de esta diligencia cuando le ha sido solicitada por alguna de las 
partes. 

Código de Procedimiento Civil

La institución de los ALEGATOS EN ESTRADOS ha sido recogida desde hace mucho tiempo 
por el Código de Procedimiento Civil, que en su vigente codificación consta como art. 1069, y 
ha sido el fundamento y base para que en ciertos juicios se la lleve a cabo.  En verdad, a pesar 
de su ya larga existencia es una institución que no ha sido muy utilizada por los abogados 
litigantes.  Nuestro Código procesal común prevé los estrados con la siguiente redacción: 

“Art. 1069.-  En los juicios contenciosos que se siguen ante los jueces de lo civil, pedidos 
autos para sentencia, o concluido el término probatorio en lo principal, cualquiera de las 
partes tiene derecho a solicitar que se le permita alegar, verbalmente, en estrados. 

Presentada la solicitud, el juez señalará día y hora para la audiencia, que será pública, en 
decreto que se notificará a las partes, quienes podrán intervenir en ella si lo quisieren. El 
día señalado, el juez y su secretario oirán a la parte que solicitó la audiencia.  La otra parte 
podrá replicar, pero ninguna de las partes podrá hablar sino una vez. No se suscribirá acta 
alguna.  El secretario sentará en el proceso una razón que indique solamente que la 
audiencia tuvo lugar y quienes hicieron uso de la palabra en ella. 

El juez puede, en la audiencia, pedir a las partes los informes y explicaciones verbales que 
estime convenientes”. 

El Código de Procedimiento Civil emplea la expresión “alegar verbalmente en estrados”, que 
difiere de la de “audiencia de estrados” que encontramos en la Ley de Arbitraje y Mediación.  
Advertimos que la norma transcrita contiene, además del reconocimiento por parte de la ley a 
favor de las partes para que puedan recurrir ante el juez a alegar en derecho, oralmente, en 
estrados, el procedimiento que en esta audiencia deberá seguirse, procedimiento que es 
sencillo y equitativo, pues en aplicación al principio de contradicción se confiere también a la 
parte que no solicitó la audiencia, la posibilidad de que haga su propia exposición al momento 
de ejercer el derecho de réplica que la ley le reconoce y asigna.    

En nuestro criterio, la expresión “audiencia en estrados” (fórmula abreviada que se usa para 
identificar la prevista en el art. 1069 del Código Procesal Civil) es más acertada que la de 
“audiencia de estrados” de la Ley de Arbtiraje, pues de lo que se trata es de una institución 
que permite a los litigantes acudir al juez para oralmente presentar su alegato en defensa de 
sus intereses, y hacerlo en estrados, es decir, en las salas de los tribunales o en los juzgados y 
en presencia del tribunal o juez, para ante ellos alegar de palabra en defensa de sus intereses y 
derechos que están siendo controvertidos.  La expresión “audiencia de estrados” que emplea 
la Ley de Arbitraje y Mediación es, no otra cosa que un lamentable error idiomático del 
legislador, quien quiso decir audiencia en estrados, error que, por lo demás, en nada altera la 
naturaleza de la institución. 

Ley Orgánica de la Función Judicial 
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“Art. 56.-  El defensor que quisiere alegar de palabra ante el Tribunal o Sala antes de 
resolución definitiva, lo solicitará oportunamente”. 

En este caso, la ley no ha previsto un procedimiento determinado a ser aplicado.  En efecto, ni 
siquiera se ha establecido el derecho de contradicción.  Pero lo primero que debemos destacar, 
es que el derecho de que trata este artículo 56 no está establecido o reconocido a favor de las 
partes de un procedimiento judicial, sino a favor del abogado defensor de cualquiera de ellas.   
Por consiguiente, si se quiere alegar en estrados en segunda instancia, no es la parte la que 
debe formular la solicitud pertinente, sino su abogado defensor.  Debemos señalar, además, 
que al menos en nuestro criterio, sólo el abogado defensor que ha solicitado ser recibido en 
estrados para alegar de palabra, tiene derecho de hacerlo; lo que significa que el defensor que 
no lo solicitó, no tendría derecho para solicitar, en la audiencia fijada a petición del otro 
defensor, ser escuchado con su alegato de palabra.  En otras palabras, para poder alegar de 
palabra en estrados, en segunda instancia o ante Tribunal o Sala, es requisito haberlo así 
solicitado con anterioridad, al menos, a la realización de la audiencia respectiva. 

Ley de Casación

“Art. 14.- AUDIENCIA.- Las partes podrán solicitar audiencia en estrados en el término de 
tres días siguientes al establecido en el artículo anterior. 

Los miembros de la Sala de la Corte Suprema de Justicia podrán durante la audiencia, 
solicitar cualquier aclaración o ampliación de los argumentos de las partes que no podrán 
tratar más que sobre los fundamentos que determinaron la interposición del recurso. La 
audiencia podrá diferirse por una sola vez, a petición de parte o de oficio, siempre que se 
lo haga por lo menos con dos días hábiles de anticipación”. 

Se trata, en este caso, también de un derecho que la ley reconoce a favor de las partes del 
proceso subido en casación, y no ya a sus defensores, como el caso del Art. 56 de la Ley 
Orgánica de la Función Judicial.  Esta audiencia en estrados, al igual que la contemplada en el 
Art. 1069 del Código de Procedimiento Civil y el Art. 24 de la Ley de Arbitraje y Mediación, 
reconoce el derecho de contradicción, pues prevé la posibilidad de que en la audiencia que se 
realice a petición de cualquiera de las partes intervenga también la otra, lo que se da cuando la 
ley faculta a los Magistrados de la Corte Suprema a soliciltar aclaración o ampliación de “los 
argumentos de las partes”. 

Otra peculiaridad es precisamente ésta que estamos señalando, es decir, el que la ley otorgue a 
los Magistrados el derecho de solicitar a las partes aclaración o ampliación de sus respectivos 
argumentos, lo que no está permitido ni en el Código de Procedimiento Civil ni en la Ley 
Orgánica de la Función Judicial.  Creo que esto podría hacerse en el procedimiento arbitral, 
pues en él los árbitros están facultados para ir fijando las reglas de procedimiento en silencio 
de las partes, de la ley y del reglamentos de procedimiento aplicable. 

La característica más destacada de esta audiencia en estrados, es la de que está limitada a los 
fundamentos que determinaron la interposición del recurso.  Notemos que la ley emplea la 
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expresión “no podrán”, que implica una prohibición que es de derecho público, pues es una 
prohibición en una ley procedimental, como es la Ley de Casación.  Por consiguiente, tanto el 
recurrente o casacionista, como la otra parte, están constreñidos por expresa prohibición legal, 
a referirse en su alegato de palabra ante el Tribunal (Sala de la Corte Suprema), única y 
exclusivamente a los fundamentos que sirvieron para la interposición del recurso de casación, 
obviamente, tratando de convencer a la Sala de la procedencia de su recurso;  y, a su vez, la 
otra parte, deberá también referirse solo a los mismos fundamentos del recurso de casación, 
procurando desvirtuarlos. 

Por último, debemos advertir que la norma en análisis prevé expresamente la posibilidad de 
que la audiencia en estrados en casación, pueda diferirse, y por una sola vez, pero siempre que 
tal diferimiento haya sido solicitado con al menos dos días hábiles de anticipación al señalado 
para que tenga lugar.  En caso, contrario, esto es, si se lo pide un día antes, o el mismo día de 
la audiencia, no podrá diferírsela y tendrá lugar con la presencia de la parte que concurra.  Si 
de hecho la parte o partes no concurrieren a la audiencia ni diferida, no podrán volver a 
solicitarla, y se lo hacen, les será negada su práctica. 

Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa 

“Art. 41.-  Concluido el término de prueba, el Tribunal dictará sentencia, dentro de doce 
días. 

En el tiempo que decurre desde la conclusión del término de prueba hasta la expedición 
de la sentencia, podrán las partes presentar informes en derecho o solicitar audiencia en 
estrados, para alegar verbalmente.  En los informes en derecho o en la audiencia en 
estrados no podrán plantearse cuestiones extrañas a los asuntos materia de la litis”. 

La norma inmediatamente antes transcrita, contiene también sus novedades y peculiaridades 
que pasamos a destacar:  Lo primero que hace esta norma, es fijar en doce días el término 
dentro del cual el Tribunal Distrital de lo Contencioso Administrativo debe dictar sentencia; 
luego, concede a las partes el derecho de presentar informes, y lo hace poniendo la disyuntiva 
de que estos informes sean escritos o verbales, pues emplea la disyunción “o” en la frase: 
“podrán las partes presentar informes en derecho o solicitar audiencia en estrados, para alegar 
verbalmente”, lo que querría decir que si una parte presentó un informe en derecho por escrito, 
ya no podría solicitar audiencia en estrados para alegar verbalmente, y viceversa. 

Hay que destacar, también, que al igual que el Art. 14 de la Ley de Casación, contiene una 
prohibición expresa, que en este caso se concreta en que las partes no pueden plantear 
cuestiones extrañas a los asuntos materia de la litis.  Se trata de una prohibición menos 
rigurosa que la de la norma de la Ley de Casación, pues en ésta la prohibición es la de tratar 
asuntos diferentes a los que han sido materia del recurso. 

Código de Procedimiento Penal

“Art. 366.- Audiencia.- Con el dictamen fiscal, o en rebeldía, el presidente de la Sala 
convocará a una audiencia en la que el recurrente, por sí mismo o por medio de su 
defensor, alegará verbalmente. Podrá también intervenir el Ministro Fiscal General, o su 
delegado debidamente acreditado, pero el recurrente tendrá derecho a la réplica”. 
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Debemos comenzar señalando que el Código de Procedimiento Penal vigente se promulgó en 
el Registro Oficial  360, de 13 de enero de 2000, y que, por consiguiente, en él se recoge ya el 
mandato del Art. 194 del texto constitucional vigente desde el 10 de agosto de 1998, según el 
cual, “La sustanciación de los procesos … se llevará a cabo mediante el sistema oral, de acuerdo con 
los principios dispositivo, de concentración e inmediación”, es decir, que en el nuevo Código 
Adjetivo de esta materia penal se prevé ya un procedimiento oral en lugar del procedimiento 
escrito tradicional.  El proceso oral es el que se lleva a cabo normalmente mediante audiencias 
en las que las partes intervienen verbalmente en forma personal y directa o a través de sus 
defensores, logrando con ello, además de la agilidad intrínseca que un procedimiento así 
permite, la aplicación de los principios de inmediación y concentración, que es una de las 
finalidades de la reforma introducida en esta materia con la expedición del nuevo Código 
Adjetivo en lo penal.  Por consiguiente, en todas las audiencias que en el proceso penal 
vigente se contemplan, las partes tienen el derecho expresamernte reconocido por el Código 
Procesal, de alegar verbalmente en defensa de sus intereses y derechos.  Y obviamente todas 
estas audiencias son en estrados, en los términos previstos al inicio de la presente exposición. 

La audiencia de que trata el transcrito Art. 366 del Código de Procedimiento Penal, podríamos 
decir que es el equivalente a la audiencia de estrados en el campo civil, pues es aquella en la 
que a las partes se les confiere el derecho de presentar verbalmente las alegaciones que 
estimen pertinentes a la defensa de sus derechos e intereses.   La diferencia importante radica 
en el hecho de que la audiencia prevista en este Art. 366 del nuevo Código de Procedimiento 
Penal, tiene por objeto fundamental oir al imputado, que es el único que puede solicitar la 
realización de esta audiencia (en algún caso de excepción, pueden solicitar también esta 
audiencia cualquier persona, pero siempre en función de beneficiar con ella al reo, Art. 361). 

Reglamentos de procedimiento arbitral

Bajo este epígrafe queremos referirnos a los reglamentos que regulan el funcionamiento de 
los Centros de Arbitraje de la Cámara de la Construcción de Quito y de la Cámara de 
Comercio de Quito, y señalar que en ninguno de estos instrumentos se encuentra regulada esta 
instancia de la audiencia de estrados.  En efecto, en el reglamento del Centro de Mediación y 
Arbitraje de la Cámara de la Construcción de Quito no se menciona para nada la audiencia en 
estrados;  y, en el de la Cámara de Comercio de Quito se la menciona en su Art. 59 solamente 
para señalar que luego de practicada, el Tribunal debe mantener reuniones en privado a fin de 
dictar el laudo.  ¡Nada más!  En mi criterio, los reglamentos mencionados deberían cumplir la 
finalidad para la que existen, esto es, reglamentar, y en este caso, reglamentar el desarrollo de 
la audiencia en estrados, reglamentación que tendrá vigencia en tanto y en cuanto –como 
todas las normas de procedimiento- las partes no resuelvan crear un sistema propio y ad-hoc. 

REDACCIÓN DEL LAUDO:

Corresponde ahora, luego de haber hecho una revisión somera de lo que es la audiencia de 
estrados o, mejor dicho, la audiencia en estrados, entrar a un breve estudio del laudo arbitral, 
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para lo que estimamos conveniente empezar por consultar unas pocas definiciones de lo que 
se entiende y debe entenderse por la expresión “laudo”. 

Laudo

Nuestra Ley de Arbitraje y Mediación no define lo que debe entenderse por laudo, pero de su 
contexto general se infiere que es la resolución final que los árbitros dictan sobre el fondo de 
la controversia sometida a su conocimiento. 

El ilustre procesalista uruguayo, don Eduardo J. Couture, define al laudo arbitral, diciendo 
que es la: “Sentencia o decisión proferida por un tribunal arbitral, decidiendo el asunto sometido a su 
conocimiento” (Vocabulario Jurídico, con especial referencia al Derecho Procesal Positivo vigente Uruguayo, Edición al 

cuidado de Jorge Peirano Facio y José Sánchez Fontáns, Editorial Depalma, Buenos Aires, Argentina, 1976, p. 377). 

El Diccionario Enciclopédico de Derecho Usual, de Guillermo Cabanellas, nos proporciona la 
siguiente completa definición de laudo, cuando dice que (Tomo V, J - O, 25ª Edición, Revisada, 

actualizada y ampliada por Luis Alcalá-Zamora y Castillo, Editorial Heliasta S.R.L, Buenos Aires, Argentina, 1997, p. 96): 

“En la técnica actual, por laudo se entiende la sentencia o fallo que pronuncian los árbitros 
o amigables componedores en los asuntos a ellos sometidos voluntariamente por las 
partes, y que poseen fuerza ejecutiva de sentencia firme, una vez consentidos o agotados 
los recursos de que son susceptibles, de pasar en autoridad de cosa juzgada como los 
fallos de los tribunales ordinarios.  La fuerza de los laudos no sólo procede de la ley, sino 
que es consecuencia de un contrato solemne celebrado entre las partes, que estipulan en 
el compromiso, documento público, aceptar lo que resuelvan los jueces por ellas 
designados”. 

En el lenguaje usual del arbitraje, sobre todo en el arbitraje internacional, por la expresión 
“laudo” se conoce, entonces, a la “decisión o fallo que dictan los árbitros o amigables 
componedores”, y con la que normalmente termina el procedimiento arbitral.  El laudo es, 
entonces, la resolución final que sobre el fondo de la controversia sometida a su 
conocimiento, dictan los árbitros1. 

Gil Echeverry dice, al respecto, que: “El laudo es el fallo definitivo pronunciado por un Tribunal de 
Arbitramento, mediante el cual se define el conflicto sometido a consideración de los árbitros” (Jorge 
Hernán Gil Echeverry, “Curso Práctico de Arbitraje”, Primera Edición, 1993, Ediciones Librería del Profesional, Bogotá, 

Colombia, p. 137). 

Para Ulises Montoya Alberti, “Los árbitros, en una resolución o sentencia colegiada, llamada 
laudo arbitral, pronuncian su fallo sobre todas las pretensiones litigiosas sometidas a su 
decisión” (“El Arbitraje Comercial”, Cultural Cuzco S.A. Editores, 1998, Lima, Perú, p. 125). 

1    Feldstein de Cárdenas, Sara; y, Leonardi de Herbón, Hebe M., “El Arbitraje”, Editorial Abeledo – Perrot, 
Buenos Aires, Argentina, 1998, p. 129. 
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En la práctica vamos a encontrar que hay o pueden haber muchas definiciones de LAUDO, 
pero que todas ellas son similares y coinciden en lo fundamental, esto es, en señalar que es la 
decisión o fallo que los árbitros dictan sobre los asuntos litigiosos sometidos a su 
conocimiento. 

Sin embargo de todo lo que acabamos de decir, es preciso señalar que de conformidad con el 
Reglamento de Arbitraje del Centro de Arbitraje de la Cámara de Comercio Internacional 
(ICC), por laudo se entiende o se hace referencia, entre otros, a un laudo interlocutorio, 
parcial o final, lo que quiere decir que para la ICC el laudo no siempre es final, pues reconoce 
la posibilidad de la existencia de un laudo interlocutorio, es decir, de mero trámite, o de 
laudos parciales que vayan resolviendo determinados asuntos o incidentes del proceso2. 

Forma, requisitos o contenido 

El laudo, al igual que toda y cualquier sentencia o resolución judicial, debe cumplir con las 
formalidades establecidas en la ley.  El laudo, entonces, debe expedirse por mayoría de votos 
de los árbitros que integran el Tribunal; debe ser escrito y firmado por los árbitros; debe 
resolver todo y solamente lo que es materia de la controversia, para evitar causal de nulidad; 
debe fundarse en el mérito del proceso, esto es, en las evidencias o pruebas aportadas por las 
partes, y en la ley o en la equidad;  y, por último, debe expresar con toda precisión y claridad 
lo que se manda y resuelve3. 

En efecto, la Ley de Arbitraje y Mediación prescribe que el laudo sea dictado por escrito (Art. 
26 en concordancia con el Art. 29, cuando dice que se entregarán copias, con lo que 
implícitamente se exige que sea escrito, como lo hace también el Art. 28 cuando se trata de 
transacción que termina el conflicto y que tiene fuerza de laudo);  que lleve las firmas de los 
árbitros;  que en caso de voto salvado, éste conste a continuación del fallo de mayoría;  que si 
uno de los árbitros se rehusa a firmar el laudo o estuviere inhabilitado de hacerlo, el secretario 
deberá anotar este particular y los demás deberán firmar el laudo. 

Cuando el Art. 31 de la Ley de Arbitraje y mediación prevé como causal de nulidad del laudo 
el que se refiera a cuestiones no sometidas al arbitraje o conceda más allá de lo reclamado, 
está exigiendo implícitamente que resuelva todo, sola y únicamente lo que ha sido materia de 
la controversia.  Si el laudo no resuelve toda la materia de la litis, entonces, si bien no causa 
nulidad, las partes, haciendo uso del recurso horizontal de ampliación, exigirán al Tribunal 
que lo complete resolviendo lo que omitió resolver inicialmente.   Si, por el contrario, se 
refiere a cuestiones no sometidas al arbitraje, el laudo será extrapetito y por tal razón motivo 
de nulidad.  Si, por último, concede más allá de lo reclamado por la parte, se trataría de un 
laudo ultra petito que quedaría incurso, también, por esta razón, en causal de nulidad. 

Obviamente, el laudo deberá ser, además, motivado, pues así lo exige el Art. 3 de la Ley de la 
materia, la que a este respecto hace una clara distinción entre fallo fundado en equidad y el 
fundado en derecho, tema sobre el que trataremos más adelante. 

2  Art. 2, Definiciones;  
3  Montoya, Ulises, Op. Cit., p. 126, No. 98. 
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En todo caso, conviene anotar que los reglamentos de funcionamiento de los centros de 
arbitraje y mediación tanto de la cámara de la Construcción de Quito, CENAMACO (Art. 47), 
como de la Cámara de Comercio de Quito (Art. 59), que son los dos principales centros de 
arbitraje que operan en esta ciudad de Quito (al menos por el número de casos), exigen que el 
laudo contenga, al menos, lo siguiente: 

- Si las partes son personas naturales, sus nombres completos; si se trata de personas 
jurídicas, su razón social o denominación; y, en cualquiera de estos casos, los nombres 
completos de sus representantes o apoderados, y de sus abogados (Cenamaco); 

- nombres completos de los árbitros que conforman el tribunal arbitral; 

- el caso planteado y sus circunstancias; 

- la formulación de la decisión y los motivos de ella (CCQ), o la formulación de la 
resolución y la motivación de haberse fundado en derecho o equidad (Cenamaco); 

- la fijación de costas y la determinación de la forma en que se deberá satisfacerlas 
(Cenamaco), o de la parte que debe hacerlo (CCQ); 

- la fijación de costas y la determinación de la parte que debe satisfacerlas; 

- la liquidación de los gastos administrativos, honorarios de árbitros, secretarios, 
mediadores y peritos, o sea de los costos del arbitraje, y la determinación de la parte 
que debe satisfacerlos; y, 

- la firma de los miembros del Tribunal, de los comparecientes y la certificación del 
Secretario (CCQ). 

Entonces, el laudo deberá redactarse consignando, primeramente, los antecedentes del 
conflicto, esto es, haciendo constar un resumen de la demanda y sus pretensiones, de la 
contestación a la demada y las excepciones o defensas opuestas, de la reconvención –si fuere 
del caso- y la contestación a ésta, de la integración del Tribunal, de las principales actuaciones 
procesales, de las pruebas aportadas por las partes y los incidentes del proceso; luego debería 
pasarse a la parte motiva o considerativa, y en ella empezar por revisar lo relacionado con la 
competencia del Tribunal para conocer y fallar sobre el caso, pasar en seguida a efectuar un 
análisis de lo que se ha probado y lo que no, consignar los fundamentos de las pretensiones 
justificadas y de los derechos que se reconocen en el laudo, y por qué;  concluido lo anterior, 
se debe redactar la parte resolutiva, cuidando de hacerlo con la mayor claridad y precisión 
posible, de suerte de que no quepan dudas de lo que se está resolviendo y cómo se lo hace, de 
qué es lo que se manda u ordena, de qué se reconoce y a quien, de la fijación de los costas y 
las costas del arbitraje y la parte que deba cargar con ellos.  En la redacción del laudo el 
Tribunal debe tener especial cuidado en guardar el principio de congruencia, de suerte que el 
laudo está de acuerdo con lo que ha sido materia de la litis, sin dejar de resolver nada de ella 
ni resolver, sin pronunciarse sobre algo ajeno o extrañao a la controversia y más de leo pedido 
por las partes. 

Motivación

Se ha visto ya en este seminario, que el arbitraje puede ser de derecho o de equidad.  Según 
nuestra Ley de Arbitraje y Mediación, salvo decisión en contrario de las partes, el fallo deberá 
ser en equidad (Art. 3).  Esta ley adopta, entonces, la solución contraria a la prevista en la Ley 
Modelo de la Comisión de las Naciones Unidas para el Derecho Mercantil Internacional, 
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CNUDMI (mejor conocida como UNCITRAL), en el Reglamento de Arbitraje de la Cámara 
de Comercio Internacional de París (ICC) y en muchos otros sistemas y reglamentos de 
arbitraje.  En efecto, la gran mayoría de reglas o reglamentos de arbitraje, sobre todo 
internacional, prevén que el fallo deberá dictarse en derecho, salvo estipulación expresa en 
contrario de las partes. 

La diferencia fundamental que existe entre el laudo en derecho y el laudo en equidad, es que 
el primero, por mandato de la ley, y en el caso ecuatoriano incluso por mandato constitucional 
(Art. 24, numeral 13), necesariamente debe ser motivado enunciando las normas o principios 
juridicos en que se sustente.  Devis Echandía dice que “La motivación debe referirse al derecho y 
a los hechos, ha de ser suficiente y especificada y no sólo generalizada.  Por razones de orden social y 
democrático, la sentencia no sólo debe decidir, sino llevar al ánimo de las partes la convicción de que 
se han considerado todos los aspectos de la cuestión y se han tomado en cuenta sus alegaciones y 
pruebas.  La motivación a más de justificar la sentencia, permite a las partes descubrir los errores y 
fundar la impugnación” (Curso de Derecho Procesal Civil, Parte General, Séptima edición, Editorial A B C, Bogotá, 

Colombia, 1978, p. 460). 

En cambio, el laudo en equidad normalmente no se exige que lo sea, es decir, que los árbitros 
pueden dictar su resolución en cualquier sentido sin tener que motivar ni explicar cómo y 
porqué es que han llegado a la conclusión a la que han arribado al expedir el fallo.  Sin 
embargo, soy de la opinión de que en el Ecuador, precisamente por la existencia del derecho 
civil del debido proceso previsto en el numeral 13 del Art. 24 del Código Constitucional, todo 
laudo, incluso si es en equidad, debe ser debidamente motivado, y si bien no es necesario en 
este evento que se enuncien normas de derecho, al menos deberán enunciarse las razones por 
las cuales los árbitros, actuando en equidad y atendiendo los principios de la sana crítica, han 
arribado a la conclusión que se contiene en el laudo.  La sana crítica ha sido definida como la 
“Fórmula de equilibrada armonía entre la libertad de criterio y la necesidad de fundarse en la 
experiencia y en la razón a que entrega el legislador, ante los riesgos de la prueba tasada, la 
apreciación de las probanzas judiciales: salvo aquellos supuestos (presunciones ¨juris et de jure¨, 
prohibición probatoria o eficacia del juramento) en que el juzgador no puede modificar la situación 
establecida o creada.  Aunque la ambigüedad de la ¨sana crítica¨puede objetarse, no es sino 
consecuencia de las facultades flexibles que entraña”4.  La ley, con esta exigencia de la sana 
crítica y la motivación, quiere evitar el capricho, el atropello, el desafuero y la 
discrecionalidad de los árbitros juzgadores al momento de resolver la causa de que conocen.  
Quiere que el laudo tenga sentido y relación directa con los méritos del proceso.  Es claro que 
esto en ningún caso significa que el laudo deba estar motivado en derecho.  Opino que se 
cumple eficientemente con el precepto constitucional señalado, desde el momento mismo en 
que el laudo se halle motivado al menos en principios jurídicos, siendo el de la equidad 
precisamente uno de ellos, lo que significa que en laudos de equidad no es indispensable 
señalar normas jurídicas expresas como sustento del laudo, como si lo es en los laudos 
fundados en derecho.  Basta que se mencionen principios jurídicos que respalden la decisión, 
para que ésta haya cumplido el mandado del Art. 24 numeral 13 de la Constitución Política 
que nos rige. 

El Art. 24 de la Constitución Política, ordinal 13º, prescribe: 

4    Guillermo Cabanellas, Diccionario Enciclopédico de Derecho usual, Tomo VI, S – Z, 12ª edición, Editorial 
Heliasta S.R.L., Buenos Aires, Argentina, 1979, p. 31. 
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“Art. 24.- Para asegurar el debido proceso deberán observarse las siguientes garantías 
básicas, sin menoscabo de otras que establezcan la Constitución, los instrumentos 
internacionales, las leyes o la jurisprudencia: 

13. Las resoluciones de los poderes públicos que afecten a las personas, deberán ser 
motivadas. No habrá tal motivación si en la resolución no se enunciaren normas o 
principios jurídicos en que se haya fundado, y si no se explicare la pertinencia de su 
aplicación a los antecedentes de hecho. Al resolver la impugnación de una sanción, 
no se podrá empeorar la situación del recurrente”. 

Plazo para la expedición del laudo

“Art. 25.-  Una vez practicada la audiencia de sustanciación y declarada la 
competencia del tribunal, éste tendrá el término máximo de ciento cincuenta días 
para expedir el laudo. 

El término podrá prorrogarse, en casos estrictamente necesarios, hasta por un 
período igual, ya por acuerdo expreso de las partes, ya porque el tribunal lo declare 
de oficio”. 

Es la misma Ley de Arbitraje y Mediación la que en los términos arriba transcritos, prevé y 
fija el plazo máximo dentro del cual el Tribunal arbitral debe dictar el laudo resolviendo la 
controversia sometida a su conocimiento.  Este plazo o término ha sido fijado en 150 días, y 
debe contarse a partir de la audiencia de sustanciación; sin embargo, el Tribunal está 
facultado para, por acuerdo de las partes –que son dueñas del proceso-, o de oficio si lo 
considera necesario, prorrogar este término hasta por otro período igual de hasta 150 días.  
Puede el Tribunal, entonces, en la práctica, disponer una o más prórrogas, pero no por más de 
150 días adicional a los primeros.  Sin perjuicio de lo dicho, las partes, como dueñas y señoras 
delee proceso que son, pueden ampliar a reducir este término, según lo convengan bien en el 
mismo convenio arbitral, o en un convenio posterior que sea sometido a cumplimiento por los 
árbitros.  Pueden también las partes prohibir la prórroga de este término, o prohibir más de 
una prórroga, etc. 

En todo caso, el laudo final debe dictarse dentro del término fijado por la ley o por las partes, 
y sus prórrogas –si son posibles-, y si no se dicta dentro de este término, el Tribunal pierde la 
competencia para hacerlo y loaa árbitros quedarán sujetos a la responsabilidad por daños y 
perjuicios a favor de las partes afectadas por su falta de pronunciamiento o incuria. 

Notificación del laudo 

La Ley de Arbitraje y Mediación ordena que el laudo sea notificado a las partes en audiencia 
especialmente convocada para el efecto, audiencia en la que se leerá el laudo en su integridad, 
que deberá estar previamente firmado por los árbitros y el secretario del Tribunal, hecho lo 
cual se recogerán las firmas de las partes y luego se entregará a cada una de ellas la copia 
correspondiente del laudo, para que ejerzan los derechos que consideren necesarios. 
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Este sistema de notificación es el que doctrinariamente se conoce como notificación por 
estrados, y tiene el mérito de producir la notificación simultánea a las partes, en aplicación 
del principio de igualdad procesal, entre otros.  Así dispone la ley, al respecto: 

 “Art. 29.-  Audiencia de lectura y notificación del laudo. 

La notificación produce los efectos de toda y cualesquiera otra notificación de actuaciones 
o decisiones judiciales, esto es, el de iniciar el decurso del término que la leye prevé para 
que la decisión de que se trate se ejecutoríe o cause estado, esto es, que adquiera 
firmeza.  Es el Art. 30 de la Ley de Arbitraje el que prevé que este efecto se produce a los 
tres días de haberse efectuado la notificación del laudo”. 

Recursos 

El laudo que haya sido notificado puede ser objeto solamente de los recursos de ampliación y 
aclaración, y el de nulidad; mas no puede ser objeto del recurso de apelación, como lo 
pasamos a ver. 

Apelación.- (Art. 30)  Según la norma invocada, el laudo es inapelable.  Esta declaración (la 
norma está redactada en tal sentido) constituye una verdadera prohibición, sobre todo a la luz 
del Art. 125 del Código de Procedimiento Civil, según el cual “Siempre que la Ley no deniegue 
expresamente un recurso se entenderá que lo concede”.  En este caso, la ley ha denegado 
expresamente la posibilidad de interponer el recurso de apelación del laudo que se dicte.  Por 
consiguiente, como nuestra ley ha denegado la posibilidad de apelar del laudo, no se ha 
previsto siquiera ante quien pudiera hacérselo, pues no cabe recurrir ante ningún tribunal 
ordinario de justicia, ya que la justicia ordinaria no puede actuar en materia sometida a los 
árbitros, por haber perdido competencia desde que las partes celebraron el convenio arbitral. 

Aclaración y ampliación.-  Es el mismo Art. 30 de la Ley de Arbitraje y mediación que 
deniega el recurso de apelación, el que prevé la posibilidad de que las partes puedan 
interponer el recurso horizontal de aclaración o de ampliación.  Obviamente, sobre estos 
recursos horizontales habrá que estar a las normas generales de nuestro Código de 
Procedimiento, si es que las partes no han previsto algo suigéneris o particular al respecto, lo 
que no he conocido que haya sucedido nunca.  Este recurso de ampliación y aclaración puede 
ser propuesto dentro de los tres días posteriores a la notificación del laudo, y está concebido 
para ayudar a los árbitros al mejor cumplimiento de su cometido y a que se cumpla con el 
principio de congruencia, esto es, a evitar que se dicten laudos obscuros o ininteligibles, así 
como a evitar que se produzcan laudos infrapetitos.  Presentada una solicitud e ampliación y 
aclaración, el tribunal debe correr traslado con ella a la otra parte, concediéndole un término 
perentorio para que se pronuncie sobre tal petición, y con la contestación al traslado o sin ella, 
deberá resolver la ampliación o aclaración solicitada, dentro del término de 10 días contado a 
partir de la presentación de esta solicitud. 

Correcciones.- Dice también el Art. 30, que “dentro del mismo término los árbitros podrán 
corregir errores numéricos, de cálculo, tipográficos o de naturaleza similar”, y lo pueden hacer sin 
necesidad de petición de parte, es decir, que lo pueden hacer de oficio, si es que advierten que 
en el laudo se ha incurrido en algún error de esta naturaleza.  Esta facultad la pueden ejercer 
los árbitros mientras el laudo no se ejecutoríe, esto es, normalmente dentro de los tres días 
posteriores a la notificación del laudo a las partes;  sin embargo, si alguna de ellas ha 
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interpuesto el recurso de ampliación y aclaración, no han perdido todavía los árbitros 
competencia en la causa mientras no resuelvan dicha petición dentro del término de 10 días 
previsto en el transcrito Art. 30 de la Ley, y por ello pueden en cualquier momento, dentro de 
estos 10 días, en este supuesto, ejercer esta facultad para de oficio efectuar las correcciones 
que correspondan.  

Efecto del laudo

La Ley de Arbitraje y Mediación, en el inciso tercero de su Art. 32, dispone que:  “Los laudos 
arbitrales tienen efecto de sentencia ejecutoriada y de cosa juzgada y se ejecutarán del mismo modo 
que las sentencias de última instancia, siguiendo la vía de apremio, sin que el Juez de la ejecución 
acepte excepción alguna, salvo las que se originen con posterioridad a la expedición del laudo”. 

Hay que tener presente que el laudo, al igual que toda y cualquier sentencia, se dicta con la 
finalidad de terminar un litigio y, por consiguiente, con el propósito de que sea cumplido por 
la parte vencida sin necesidad de un requerimiento especial para que así acontezca.  Debemos 
tener presente que a diferencia del juez ordinario, los árbitros actúan por voluntad expresa de 
las partes en tal sentido, y es por ello que se tiene al menos como absolutamente lógico que si 
las partes convinieron expresamente en que su disputa sea resuelta por árbitros en lugar de por 
jueces comunes, el laudo, que es la concresión, manifestación o resultado de aquel convenio 
al que las partes llegaron en ejercicio de la autonomía de su voluntad, deba ser cumplido sin 
que se requiera de ninguna medida de apremio para que así acontezca.  Sin embargo, como la 
naturaleza humana es frágil, calculadora y egoísta, el legislador ha previsto que si la parte 
vencida en un proceso arbitral no cumple o no quiere cumplir con el laudo expedido en el 
arbitramento del que fue parte, le pueda ser exigido por la vía de apremio como cualquier otra 
sentencia, esto es, a través de los jueces ordinarios, en razón de que son éstos los que están 
investidos de imperio, esto es, de la facultad de hacer cumplir lo juzgado, imperio del que 
carecen los árbitros. 

Mucho podríamos seguir hablando sobre este interesante tema, como por ejemplo, sobre la 
nulidad del laudo, sobre su ejecución, etc., pero son temas que no nos correspon de tratar en 
esta oportunidad. 

Gracias por la atención. 

Quito, 22 de noviembre de 2004. 
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